Informe de la Comisión de Salud
Para seguir con la agenda de esta trigésima reunión, permítanme dar lectura al informe de la Comisión de Salud, que tuvimos el  honor de presidir.

Someto a consideración de ustedes un balance breve de las acciones promovidas en esta comisión que tuvieron como propósito central contribuir para que los mexicanos tengamos mejores servicios de salud
Para nuestros gobiernos la salud es el punto de partida hacia el bienestar de los individuos y de sus familias, por eso, la valoramos como un objetivo importante por si mismo y como un elemento crucial en la solución de otros retos igual de trascendentes para nuestra sociedad. 
Cuando iniciamos los trabajos de esta Comisión, entendimos que los mexicanos, quieren una vida más saludable para ellos, para sus hijos y para sus mayores.

Entendimos que millones de compatriotas estaban insatisfechos, por no tener acceso al médico competente y a los tratamientos o las medicinas necesarias, por no contar con la protección financiera del Estado que los liberara de los riesgos del empobrecimiento que se asocia a numerosas enfermedades.

Conocimos la escasa oferta de los servicios y también de la falta de tecnologías modernas, indispensables para resolver las más graves afecciones.
Comprendimos que la descentralización de los servicios, si bien exitosa desde la perspectiva organizacional y en la consolidación de los programas de vacunación y prevención, no había logrado elevar la calidad y garantizar el acceso equitativo a los servicios de atención médica.
Además, nos preocupó la ausencia de  un mecanismo legal que garantizara su financiamiento apropiado.
Creímos necesario  retomar el proceso de reforma del Sistema Nacional de Salud, iniciado en la década de 1980, promoviendo nuevas iniciativas que apoyaran su sustentabilidad económica y formas innovadoras de organización que hicieran más eficaz y más eficiente la operación de los servicios.
Como primera medida, la Comisión promovió un mayor conocimiento entre todos los Gobernadores sobre el programa del Seguro Popular, instrumentado por el gobierno federal y posteriormente, apoyamos la iniciativa que lo institucionalizó.

Para nuestros gobiernos, el Sistema de Protección Social en Salud fue un paso enorme para dar vigencia plena al derecho a la salud que consagra nuestra Constitución. 
Los datos que respaldaban su establecimiento eran abrumadores. Antes del Seguro Popular, solo la mitad de la población estaba cubierta por las instituciones de seguridad social y poco más de la mitad del gasto en salud provenía del bolsillo de las personas.

Situación que contrastaba con la mayoría de los países que conforman la OCDE, de la cual somos miembros.

En esos países, la cobertura es universal o casi universal y el porcentaje del gasto a cargo de las familias, es menor al 20 por ciento. 
Antes del Seguro Popular, las diferencias de financiamiento entre las entidades federativas eran, muchas veces, angustiosas y obligaban a diferencias inaceptables en la oportunidad y calidad de la atención, carecíamos de los recursos necesarios para promover la profesionalización de nuestros médicos y para adquirir los equipos y el instrumental más moderno y efectivo para el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades.
Es pertinente mencionar que al suscribir los Acuerdos de Coordinación para la aplicación del Sistema, los estados, al igual que el gobierno federal, nos comprometimos a canalizar mayores recursos para que todos los mexicanos cuenten con un paquete de servicios y los medicamentos necesarios para conservar una buena salud.
Los gobiernos pugnamos porque el Sistema se consolide y por eso el pleno de la Conferencia solicitó al Gobierno de la República que el Presupuesto de Egresos de la Federación considere recursos crecientes para atender las necesidades de salud.

En ese sentido promovimos una iniciativa de reforma al párrafo tercero del artículo cuarto constitucional que permita establecer con precisión, el derecho de todos los ciudadanos a contar con un acceso universal a los servicios y mecanismos de financiamiento equitativos y solidarios. 
Desde luego, que el Sistema de Protección Social es perfectible y su puesta en marcha ha evidenciado aspectos donde debemos promover ajustes y correcciones que lo hagan funcionar mejor y nos garanticen un sistema de salud más oportuno y eficiente.
Desde mi punto de vista, es urgente borrar la segmentación que subsiste en el acceso a los servicios. 
Por eso proponemos que el aseguramiento debe recobrar su carácter netamente financiero y dejar de ser una barrera para que una persona pueda ser atendida en una unidad médica o en otra. 
El pertenecer a una u otra modalidad, debe decirnos quien paga la factura médica y no quien presta el servicio. 
De igual forma, debemos ser capaces de borrar las barreras interestatales en la provisión de servicios. 
Las barreras geográficas y condiciones de dispersión poblacional siempre existirán, esto obliga a las personas a buscar el servicio a la entidad más cercana y es justo que reciban un trato igual.

Claro que esta medida, implicaría un enorme esfuerzo en la modernización e integración de la información sanitaria y de los padrones de derechohabientes, pero no debe verse como una pérdida del patrimonio de las instituciones o de los estados.

Por el contrario, debemos pensar que nuestras unidades médicas se beneficiarían con un mejor desempeño y nuestros usuarios tendrían mayores oportunidades y, por tanto, estarían más satisfechos.
La CONAGO ha pugnado por una mayor coordinación interinstitucional e interestatal y creo que debemos de hacerla realidad.

También debemos revisar algunos aspectos legales y reglamentarios que, en la práctica, están desequilibrando la relación entre quienes financian los servicios y quienes los otorgan. 
Por ejemplo, en los tres años de vigencia del sistema, hemos visto crecer el número de enfermedades cubiertas, sin que haya existido un crecimiento proporcional en las aportaciones a la salud. 
Esto no es admisible porque compromete el otorgamiento y la calidad de los servicios. 
Por eso, considero relevante que se establezca una instancia donde participen los distintos actores de la salud y tenga la responsabilidad de regular la incorporación de enfermedades y medicamentos garantizados, con base en diversos factores entre los cuales debe incluirse la disponibilidad de recursos presupuestales y el costo real de los servicios.

También la ejecución de estudios serios que proyecten el crecimiento que estamos registrando en su utilización.

Finalmente, es urgente avanzar hacia nuevas formas de prevención y promoción de la salud. 
Lograr que la sociedad se incorpore a los esfuerzos por establecer conductas saludables entre todos los mexicanos y otorgar mayores responsabilidades y atribuciones a nuestros municipios en materia de saneamiento y prevención de enfermedades.

Muchas Gracias.
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